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SENTENCIA Nº 93587 CAUSA Nº 9.563/2011 “PAILLOT MARÍA DOLORES C/

EDITORIAL ATLÁNTIDA SA S/ DESPIDO” JUZGADO Nº 47

En la ciudad de Buenos Aires, capital de la República Argentina, a 18.06.13, reunidos en

la Sala de Acuerdos los señores miembros integrantes de este Tribunal, a fin de

considerar los recursos deducidos contra la sentencia apelada, se procede a oír las

opiniones de los presentes en el orden de sorteo practicado al efecto, resultando así la

siguiente exposición de fundamentos y votación.

La Doctora Diana Regina Cañal dijo:

Contra la sentencia de primera instancia (fs. 539/544), se alzan ambas partes

mediante los memoriales que obran a fs.565/601, y 604/617, con sus respectivas réplicas

a fs. 619/617 y 631/651. A su vez, la representación letrada de la parte demandada apela

sus honorarios, por considerarlos reducidos (fs. 603).

Editorial Atlántida SA se queja, porque la magistrada de anterior grado hizo lugar a

la demanda interpuesta en su contra, teniendo por acreditadas las causales invocadas en

el telegrama extintivo.

Manifiesta que sobre una incorrecta interpretación de la prueba producida en

autos, se determinó que no existió un contrato de beca o de práctica rentada, entre el

22.11.92 y 31.03.93, sino una relación laboral registrada en forma tardía.

A continuación, describió el concepto de beca, las características del convenio, los

antecedentes del mismo, y las cláusulas mínimas que se deben cumplir. Considera que la

magistrada no analizó dicho contrato de beca suscripto con la actora, a la luz de la

normativa vigente en el año 1992.

Refiere que la primera ley de pasantías, fue promulgada en octubre de 1999,

confirmando la existencia de un vínculo laboral entre la empresa y el pasante.

Estima que no se tuvo en cuenta, que el contrato de práctica rentada se distingue

de la relación laboral, primero, porque se desarrolla en un marco educativo formativo y,

segundo, por el hecho de que un contrato de trabajo implica la aplicación de

conocimientos adquiriros previamente.

Sumado a ello, agrega que la actora jamás pudo haber sida empleada

dependiente o colaboradora permanente, porque no excedió el límite de 24

colaboraciones, pues, solo efectuó 8 notas en cinco meses. Asimismo, cita la ley 12.908

para describir a los colaborares free lance o accidentales.

En relación con la procedencia del rubro “gratificación anual”, indica que se efectuó

una valoración parcializada de la pericia contable. Indica que de los recibos de haberes,

surge que la Sra. Paillot no percibió dicha rubro todos los años, y que el porcentaje del

mismo era variable. Destaca, a modo de ejemplo, que durante los siete ejercicios

comprendidos entre el 2003 y 2009, cobro gratificaciones tan solo tres años.

Cuestiona que se hayan tenido por justificadas las causales del despido indirecto,

invocadas en la presentación inicial. En su consideración, no existió un incorrecto registro

de la fecha de ingreso, sino un contrato de práctica rentada, así como tampoco resulta

exacto, que la actora fuera acreedora de las diferencias por gratificación.

A continuación, la parte se siente agraviada, porque la juez de primera instancia

determinó que hubo una reducción salarial del 15,73%, en el haber de enero del 2002. Al

respecto, refiere que este concepto estaría prescripto, de conformidad con lo dispuesto en

el art 256 de la LCT. En el mismo sentido, hace hincapié en que el porcentaje de la

supuesta disminución, quedo sin efecto con los sucesivos aumentos salariales que otorgó

a partir del 2004.

Luego, critica la aplicación del SAC sobre la indemnización por antigüedad, y la

base salarial tenida en cuenta para el cálculo de la liquidación del monto de condena.

En razón de lo expuesto precedentemente, objeta la multa prevista en el art. 9 de

la ley 24013, indicando que el contrato de trabajo se encontraba correctamente registrado

en cuanto a la fecha de ingreso.

En séptimo lugar, cuestiona que la juez de anterior grado, sostuviera que esta

parte le abonó a la actora la suma de $24.196 en concepto de liquidación final, cuando de

la pericia contable surge que el monto arribó a $24.866,52

Por último, apela los honorarios regulados a la representación letrada de la parte

actora, y al perito contador, por considerarlos elevados, y el régimen de costas

determinado en la instancia anterior.

Por su parte, la actora apela la decisión de grado anterior de fs. 168/174, que

rechazara el ofrecimiento de prueba de escribano público solicitada en el inicio. Al

respecto, considera que dicha prueba resultaba fundamental para acreditar la autenticidad

de las copias de las notas periodísticas firmadas por aquélla, a partir de noviembre de

1992, cuyos originales se encuentran en los archivos de la editorial demandada. Refiere

que esta prueba también hubiera permitido demostrar que desde el inicio trabajó como

redactora, y no como una simple becaría.

Luego, solicita que se aplique a la accionada la presunción del art. 388 del PCCN,

por no haber acompañado la prueba documental que tenía en su poder, o en su defecto,

las copias autenticadas.

También se siente agraviada la actora, porque si bien se determinó que la relación

laboral se encontraba inscripta en forma tardía, no se hizo lugar a la multa del art. 15 de la

ley 24013, sino únicamente, a la contemplada en el art. 9 de la misma norma.

Sostiene que se omitieron tratar las diferencias salariales por reducción del salario

en forma unilateral, desde enero del 2002. Refiere que si bien se acreditó esta

circunstancia, no se condenó a la accionada al pago de dichas diferencias.

En cuanto a la gratificación anual, manifiesta que solo se hizo lugar a un mes de

sueldo por el periodo del 2009, y el proporcional del 2010, cuando la realidad es que se

habían dejado de pagar los dos sueldos de gratificación del 2007, o en todo caso se tenía

que haber hecho lugar al 1,69% del 2008.

Apela el rechazo de las horas extras. Resalta que la demandada tenía que haber

demostrado, que la suma fija abonada por dicho concepto, incluía la totalidad de las horas

trabajadas en forma suplementaria. Lo cual, según entiende, no logró.

Se siente agraviada por el rechazo de la multa del art. 80 de la LCT, puesto que

las constancias entregadas en su oportunidad, fueron impugnadas por contener datos

incorrectos respecto de la fecha de ingreso, remuneración, y porque no se habían incluido

las horas extras. Refiere que cumplió en debida forma con los requisitos de procedencia,

contemplados en el decreto 146/01.

Por último, solicita la actualización monetaria del crédito.

En primer lugar, haré una breve descripción de los hechos acaecidos en autos.

En la presentación inicial (fs.8/66), la Sra. Paillot manifestó que el 20.11.92,

ingresó a trabajar para la demandada, como redactora de la revista Gente, pero que fue

registrada en forma incorrecta con fecha el 14.03.94. Ello, porque al principio era tratada

como una becaria, aunque siempre se desempeñó cumpliendo las mismas tareas de

redactora.

En tal sentido, destacó que le hicieron suscribir diversos instrumentos, con la

intención de evadir las obligaciones con los sistemas de la seguridad social.

Luego, señaló que la modalidad de trabajo implementada por la demandada,

requería que los periodistas se encuentren prestando tareas más allá de la jornada laboral

de 36 horas. Esta circunstancia se debía, a que la revista Gente exigía dos cierres

prolongados durante la semana, en jornadas de 16 horas cada uno.

Describió en forma detallada que el horario de trabajo se desplegaba de la

siguiente manera:

a.- Sábados: eran de descanso, porque los viernes era un día de cierre extenso.

Sin embargo, a veces era utilizado el día para concertar entrevistas, labores de fotógrafos

y cronistas, y temas para las notas de la semana. Sostuvo que estas tareas, las efectuaba

desde el domicilio durante dos horas por día.

b.- Domingos: “teóricamente” libres, pero en algunas oportunidades se adelantaba

el cierre de los días lunes, como consecuencia de un hecho importante de la actualidad.

De modo que en estos días, comenzaban a trabajar a las 18 hs hasta el lunes al

mediodía. Es decir, que prestaban tareas los días de cierre entre 16 a 18 horas por día.

c.- Lunes: día normal de cierre, en los cuales trabajaban desde las 6 de la mañana

hasta las 22 horas. Es decir, 16 horas por día.

d.- Martes: día de franco, pero en la práctica ocurría lo mismo que los sábados, se

ocupaban dos horas por día desde el domicilio en organizar el trabajo de la semana.

e.- Miércoles y jueves: jornada de 12 a 20 o 21 horas. 8 horas diarias.

f.- Viernes: día de cierre, en los que trabajaba 16 horas, de 11 a 3 de la mañana.

A continuación, aclaró que en total cumplía 52 horas semanales, cuando el

estatuto del periodista establece una jornada de 36 horas. De modo que, 16 horas por

semana eran extraordinarias, pero no se reflejaba en forma correcta en la remuneración.

Sumado a ello, destacó que no existía un control de las horas extras, de modo que el

rubro que se abonaba por dicho concepto, se trataba de un desglose del salario.

Del intercambio epistolar, surge que el 29.09.10, la Sra. Paillot intimó a la

demandada, mediante CD Nro. 142472715, en los siguientes términos “no hallándose

registrada la relación laboral que mantengo con esa empresa entre el mes de noviembre

de 1992 y el 14 de marzo de 1994, les intimo a que dentro del plazo legal de 30 días la

registren debidamente entre dichas fechas de conformidad con las circunstancias

verídicas que se exponen al presente (E) la relación laboral fue registrada tardíamente a

partir del 14.03.94, ante mis insistentes pedidos, sin que se reconociera el periodo

indicado en el primer párrafo (E) asimismo les intimo a que abonen horas extras no

pagadas, a razón de tres por día, más su incidencia en el aguinaldo y vacaciones, todo el

periodo no prescripto. Los recibos salariales contienen un rubro horas extras que no se

corresponde con dicho concepto, sino que resulta ser una suma arbitrariamente colocada

allí, como eventual defensa ante posibles reclamos, suma que es detraída del sueldo y

colocada en forma arbitraria por separado, sin que exista un registro de dichas horas

sobre el cual se liquiden las mismas, ni indicación de cuántas serían las abonadas (...)

quedan intimados abonen diferencias de gratificación anual, toda vez que la misma

consistía en principio en dos meses de sueldo y los últimos periodos fueron abonados

solo un mes de sueldo, sin que se haya brindado ninguna explicación en particular. El

reclamo es de un mes de sueldo por periodo no prescripto más su incidencia en SAC (E)

de no accederse a mis justos reclamos me consideraré en situación de despido

indirecto....”.

Luego, el 4.10.10, la accionada respondió con el CD del Correo Andreani Nro.

6396777-4, rechazando cada uno de los puntos reclamados. En particular, que la relación

se encontrase registrada en forma incorrecta, sostuvo que Paillot ingresó a trabajar el

20.11.92 como becaria, percibiendo una asignación por movilidad y almuerzos.

Ante esta situación, el 6.10.10, la Sra. Paillot se consideró injuriada y despedida a

través del CD Nro. 13532713.

En el proceso judicial, contestó demanda Editorial Atlántida SA (fs. 81/134),

practicando la negativa ritual, y manifestando que la actora pretendió tergiversar la

realidad de los hechos respecto del vínculo mantenido desde el 20.11.92 hasta el

31.03.93, cuando la realidad es que se desempeñó como becaria, previa suscripción del

contrato de práctica rentada.

Refirió que la contraria inició un litigio procurando indemnizaciones, diferencias

salariales por horas extras, feriados, rebaja remuneratoria del 2002 y gratificaciones

anuales, manipulando los hechos acaecidos en la realidad.

Estima que las horas extras fueron abonadas en forma correcta, y que la

accionante no resultaba acreedora de las diferencias por gratificación anual del 2009, y

del 2010, porque se necesitaba cumplir una serie de requisitos. Explica que las

gratificaciones no estaban garantizadas, que dependían del cumplimiento de objetivos en

general de la empresa, del presupuesto anual, del desempeño de los trabajadores, y del

transcurso del año íntegro que correspondía a su pago.

En cuanto a la reducción unilateral del salario del 2002, sostuvo que el mismo fue

paliado por los posteriores aumentos. Asimismo, plantea la excepción de prescripción,

conforme lo dispuesto en el art. 256 de la LCT.

En estas condiciones, corresponde dilucidar las siguientes incógnitas: a.- ¿se

encontraba deficientemente registrado el contrato de trabajo en cuanto a la fecha de

ingreso?; b.- ¿corresponde hacer lugar a las horas extras reclamadas en el inicio?; c.-

¿debe mantenerse la procedencia de las diferencias por gratificaciones del año 2009 y

2010, y el quantum de las mismas? Si al menos una de las causales invocadas en el

telegrama extintivo llegara a probarse; d.- ¿corresponde confirmar la procedencia las

indemnizaciones derivadas del distracto?; e.- ¿resulta válido el reclamo por rebaja salarial

de enero del 2002?; en caso afirmativo; f.- ¿se debe hacer lugar a las diferencias

salariales por dicha rebaja?; g.- ¿resulta adecuada la base de cálculo utilizada para

liquidar el monto de condena?; h.- ¿se encuentran cumplidos los requisitos de

procedencia de la multa prevista en el art. 45 de la ley 25345, y la contemplada en el art.

15 de la ley 24013?; i.- ¿cabe hacer lugar a la actualización del crédito?; j.- ¿el régimen

de costas, y las regulaciones de honorarios determinadas en la instancia anterior resultan

ajustados a derecho?.

Primero, verificaré si las causales invocadas en el telegrama extintivo (registro

tardío del contrato de trabajo, diferencias salariales en concepto de horas extras y

gratificaciones 2009 y proporcional del 2010), fueron acreditadas en autos.

Liminarmente, cabe recordar, que cuando se mencionan varios motivos para

justificar la ruptura del contrato laboral –como en el caso en estudio-, basta la

demostración de uno de ellos, para que resulte ajustado a derecho, si se trata de un

incumplimiento contractual que, por su gravedad, impida la continuidad de la relación

(conf. art. 242 de la L.C.T).

En forma inicial, analizaré la prueba rendida en autos, a fin de verificar si existió

fraude en la hipótesis de autos, al ubicarse la relación habida entre las partes bajo el

esquema del régimen de becas, cuando supuestamente, la accionante no habría hecho

otra cosa que desempeñarse en tareas idénticas a los demás empleados registrados.

Resulta importante destacar que “Las Becas”, o también llamadas “prácticas

rentadas” o “contrato de aprendizaje”, son aquellos contratos suscriptos entre una

empresa (becaria), y el becado o aprendiz, que tiene por finalidad la capacitación y

entrenamiento de este último, para su posterior inserción en el mundo laboral.

“El primero promete hacer aprender al segundo un oficio, un arte o una profesión

y, normalmente, retribuirlo; el segundo se obliga a prestar sus energías laborales con el

propósito último de lograr adiestramiento personal, a la vez que desarrolla sus tareas con

completa eficiencia, en provecho del principal. Convergen así, en el aprendizaje los

elementos esenciales del contrato de trabajo, porque existe la prestación de trabajo por

parte del aprendiz y la remuneración que por tal actividad abona el principal.” (En el

mismo sentido sentencia Nro. 83836 del 17/7/02, dictada en autos “Vázquez, Pamela c/

Centro de Asesoramiento Estético Sa y otro s/ despido”, del registro de la Sala III en su

anterior integración).

Por estas razones, la demandada deberá acreditar la existencia de un contrato de

aprendizaje, conforme lo dispuesto en el art. art. 377 del CPCCN, y en los arts. 90 y 92 de

la LCT, y más específicamente, en lo establecido en el art. 7 del decreto 738/95,

reglamentario de la ley 24465.

El artículo 90, establece en los incisos a) y b) los requisitos de excepción para que

el contrato de trabajo no se considere, en principio, celebrado por tiempo indeterminado.

En particular, que se haya fijado en forma expresa el plazo de duración de la prestación, y

las modalidades de las tareas que así lo justifiquen.

Entonces, encontrándonos frente a un supuesto de excepción del principio general

–contrato de práctica rentada-, la accionada debía haber demostrado que el contrato era

por tiempo determinado (art. 92 LCT).

Ahora bien, en el momento en que la actora supuestamente se había

desempeñado como “becaria”, no existía una ley específica que definiera este tipo de

contrato. Sin embargo, “la doctrina y la jurisprudencia han interpretado que son aquellos

contratos atípicos celebrados generalmente entre empresas y entidades educativas o

estudiantiles que tienen como objeto, desde la simple práctica de un oficio hasta la fase

experimental de los estudios teóricos de los distintos niveles, estando signado su

desarrollo por el objetivo específico de capacitación y perfeccionamiento. Pero si el

presunto becario recibe una formación específica que solamente sirva a la labor posterior,

la causa final tipifica al ser, y por ende el contrato de trabajo celebrado tipifica a los

anteriores contratos de beca como relación de trabajo, porque la empresa ha preparado a

la becaria para trabajar en la misma empresa demandada (en el mismo sentido, sentencia

del 6.11.98, dictada en autos “sentencia 92208, del 25/4/07, dictada en autos “Iglesias,

Flavia c/ Software del Plata SA s/ despido”, del registro de la sala VI CNAT).

En un caso análogo al de autos, he sostenido como Juez del Juzgado

Nacional del Trabajo Nro. 74, en la sentencia Nro. 2673, del 26 de octubre del 2.009,

dictada en autos “Frías, Víctor Eduardo c/ Biblioteca Argentina para Ciegos

s/ despido”, que “el objeto fundamental del sistema de pasantías, según el decreto 340/92

está dado por el aprendizaje por parte de los alumnos y docentes de prácticas que se

encuentran relacionadas con su educación y formación, bajo la organización y contralor

de la institución educativa a la cual pertenecen. Desde esa perspectiva no puede perderse

de vista que las pasantías constituyen una extensión orgánica del sistema educativo y

difieren del vínculo laboral, por ser sui generis, pero la genuidad jurídica debe ser

auténtica, de manera que no sirva para encubrir, mediante fraude, relaciones de trabajo

subordinadas” (Conf. Podetti, Humberto “Regulación de las pasantías” Rev. RRL y SS año

1 n° 1 pág 17, y CNAT Sala X sent. 8596, del 14/6/04, dictada en autos “Nisnik, Karen c/

Eudeba Editora Universitaria de Buenos Aires” Asoc, de Economía Mixta s/ despido).

“Así se ha indicado que, ‘cuando la contratación es fraudulenta y desprovista de

toda legitimidad, tendiente exclusivamente a cercenar derechos a la trabajadora

demandante, en oposición a expresos dictados de la CN, no puede hacerse valer la

voluntad expresada en la invocada pasantía, vínculo que en el “sub lite” carece de validez,

por lo que, corresponde en tal situación excepcional, aplicar la norma de rango superior

que garantiza a todo trabajador público o privado un resarcimiento en el supuesto de

despido arbitrario” (conf. Sala VI 29/4/94, en autos “Zabalza, Mirta c/ Inst. Obra Social

para el Personal de los Ministerios de Salud y Acción Social y de Trabajo y Seguridad

Social”, DT 1994-B-1188/9, CNAT Sala V, Expte n° 34595/02, sent. 68377, del 28/4/06, en

autos “González, Diego c/ Ministerio de Trabajo y otro s/ despido”).

Luego, el art. 4 de la ley 24465, derogado hoy por el art. 21 de la ley 25013, definía

el aprendizaje como "una relación contractual especial que vincula a un empresario y a un

joven sin empleo" con una duración mínima de tres meses y una máxima de veinticuatro

meses".

Asimismo, el decreto 738/95, que reglamentó la ley 24465, dispuso en su art. 7

que el referido contrato "se celebrará por escrito y deberán especificar el contenido del

aprendizaje, la duración del contrato y el horario". Así, de tal normativa surgen los

requisitos para que quede configurado el tipo de contrato de aprendizaje: a) celebración

por escrito; b) determinación del plazo (superior a tres meses, inferior a 24; c)

especificación del contenido del aprendizaje y del horario a cumplir - nunca mayor a

treinta y seis horas semanales-; d) inexistencia de una relación laboral previa con la

misma empresa; e) presentación de un programa formativo ante la autoridad de aplicación

para el caso que el plazo exceda el año inicial; f) cupo variable en la contratación de

aprendices en función del número del total de trabajadores ocupados en el

establecimiento; g) recaudo de edad en el trabajador contratado (14 a 25 años); y h) pago

de una compensación mínima en los términos legalmente fijados.”

Con posterioridad, el art. 1 de la ley 25013, que tiene vigencia en la actualidad,

dispuso que “El contrato de aprendizaje tendrá finalidad formativa teórico-práctica, la que

será descripta con precisión en un programa adecuado al plazo de duración del contrato.

Se celebrará por escrito entre un empleador y un joven sin empleo, de entre quince (15) y

veintiocho (28) años.”

En el segundo párrafo, se establece que el mismo tendrá “una duración mínima de

tres (3) meses y una máxima de un (1) año.” Luego, establece como requisitos que la

jornada “no podrá superar las cuarenta (40) horas semanales, incluidas las

correspondientes a la formación teórica.”

Por último, el citado artículo establece una advertencia al empleador, de que si

“incumpliera las obligaciones establecidas en esta ley el contrato se convertirá a todos sus

fines en un contrato por tiempo indeterminado.”

Definido el marco jurídico, cabe destacar que de la pericia contable, surge que la

actora fue registrada en los libros del art. 52 de la LCT, como dependiente a partir del

1.04.93. Asimismo, se advierte que entre el 20.11.92 y el 31.03.93, la vinculación entre las

partes estuvo regida por un contrato de práctica rentada o beca.

Acto seguido, el experto informó que desde el 1.04.93 hasta el 14.03.94, ambas

partes estuvieron unidas por un contrato por tiempo indeterminado como Medida de

Fomento de Empleo para desempleados, conforme lo dispuesto en el art. 43 de la ley

24013 (fs. 354/378).

De la prueba testimonial rendida en autos, se advierte que el testigo propuesto por

la demandada, el Sr. Castro (fs. 430/432), quien indicó que conoce a la actora porque

eran compañeros de trabajo, ingresó a trabajar en el 2007, como director general. En

relación con la extinción de la relación laboral, dijo que la accionante se fue a trabajar a la

Revista Hola. Luego, describió que tuvo una reunión con la actora para que se quedara,

pero aquella le dijo que le debían aportes de cuando comenzó a trabajar en la Editorial, de

modo que comenzó a investigar esta situación, y le prometió a aquélla que si había una

irregularidad se iba a subsanar. Manifestó que el sector de recursos humanos le informó,

que la actora tenía un contrato como becaria y que no había faltantes. Sostuvo que luego

de hacerle saber esta situación a Paillot, la misma no volvió más y mandó un telegrama

considerándose despedida.

Estimo que si bien el testigo estuvo presente en la época de extinción del vínculo,

lo seguro es que recién ingresó a trabajar para la demandada en el 2007, por lo que no

pudo describir cuáles eran las tareas que efectuaba la Sra. Paillot durante el periodo de

vigencia del contrato de beca (desde noviembre de 1992 hasta marzo de 1993). Estos

aspectos, resultan importantes para resolver el presente litigio.

A continuación, se puede apreciar en la copia del contrato de aprendizaje suscripto

por las partes, que fuera agregado por el perito contador a 332, que “el Área Editorial,

conjuntamente con el Departamento de Recursos Humanos del Área de Personal, será

responsable de la planificación, seguimiento, control y evaluación periódica del

desempeño de los becariosE”.

No obstante el desconocimiento de este documento por la parte actora, estimo

que en autos no se ha acreditado el cumplimiento de dicha obligación, es decir, que jamás

existió un control de la evolución de la “becaria” durante el periodo que corre entre

20.11.92 y el 31.03.93. Así como tampoco se advierte la existencia de un programa de

capacitación y entrenamiento.

Como juez del Juzgado Nacional del Trabajo Nro. 74, en la sentencia Nro. 2452,

del 18 de marzo del 2.008, en autos “Temoche Cavero, Víctor Elisban

c/ Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social”, he compartido la jurisprudencia que

determina que “si la prestación de servicios del supuesto becario constituye el objeto

principal de su contratación, aun cuando esa actividad le resulte educativa o formativa

(como en realidad ocurre con cualquier actividad laboral), no podrá aceptarse que se trate

de una beca, sólo por esta última circunstancia porque la configuración del vínculo

especial requiere que la actividad desplegada por el becario sea secundaria y que sólo se

lleve a cabo en función y como accesoria de su propia formación y no para beneficiar al

que se la otorga. Es necesario aplicar una interpretación restringida debido a la naturaleza

protectoria del derecho del trabajo (en el marco del art 14 bis de la CN). Si bien, en este

caso, no hay elementos para suponer un accionar doloso de la demandada, la concepción

amplia y permisiva, conduciría a abrir una gigantesca puerta al fraude, ya que bastaría

con agitar ese ya mencionado aprendizaje y entrenamiento que todo trabajo le da a los

hombres y mujeres con capacidad para aprender, para apartar fácilmente toda la

arquitectura tutelar del derecho del trabajo (sent. 95224, del 12/9/07, dictada por la Sala II

de la CNAT en “Ruiz Starrantino, Fernando c/ Orígenes AFJP SA s/ despido”).

Asimismo, “no basta que las partes hayan suscripto un instrumento en el cual se

califica a la relación como de “beca”, sino que es necesario probar que se da el objeto

esencial de la relación de beca, esto es, la educación y formación del becario, debiendo

quedar claramente patentizado que los servicios desarrollados por el trabajador se

ejecutaron en función de esa finalidad, y no al revés. De allí que si la prestación de

servicios del supuesto becario constituye el objeto principal de su contratación, aun

cuando esa actividad le resulte educativa o formativa (como en realidad ocurre con

cualquier actividad laboral), no podrá aceptarse que se trate de una “beca” sólo por esta

última circunstancia porque la configuración del vínculo especial requiere que la actividad

desplegada por el becario sea secundaria y que solo se lleve a cabo en función y como

accesoria de su propia formación, y no para beneficiar al que se la otorga. Por eso en el

caso, no medió contrato de beca, toda vez que la actora ya se había desempeñado como

asesora previsional en otras empresas, por lo cual no hubo finalidad formativa en la

relación, y su habilitación para operar como tal le había sido otorgada por la

Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones con

anterioridad al inicio de la relación.” (sent. 94927, del 17/4/07, dictada en autos “Mercado,

María c/ Orígenes AFJP SA s/ despido”, de la Sala II, de la CNAT).

En la hipótesis de autos, considero que mal puede aceptarse que, genuinamente,

se buscó la capacitación y perfeccionamiento de la Sra. Paillot, a fin de asegurar un

empleo en el mercado laboral a futuro, cuando no se contaba con el control de la

evaluación de su formación, así como tampoco se determinó en forma expresa cuál sería

el programa de aprendizaje, ni las tareas que debía efectuar Paillot durante ese periodo.

De modo que, ante la falta de acreditación por parte de Editorial Atlántida de la

regularidad del contrato de beca, corresponde concluir que más allá del hecho de que

durante el vínculo la actora haya objetado la calificación jurídica del mismo, esto no puede

implicar la convalidación. Ello, por cuestiones de orden público (art.12 de la LCT),

resultando imposible invocar acto propio alguno, correspondiendo en consecuencia

concluir que se trató de un genuino contrato de trabajo.

Dada la naturaleza de la discusión, como el fundamento de Editorial Atlántida

radica, en que el contrato de trabajo se encontraba correctamente registrado en cuanto a

la fecha de ingreso, ya que la actora se desempeñó desde noviembre de 1992 a marzo de

1993 como becaria, resulta importante hacer referencia a la noción de los nuevos

paradigmas normativos, e interpretativos.

“Si analizamos los fenómenos históricos, veremos como las situaciones

socioeconómicas fueron llevando a distintas organizaciones jurídicas (paradigmas):

primero horizontales (todo en un mismo nivel, incluidas las constituciones en donde el

poder del amo era omnímodo), y luego jerárquicas, en donde existe alguna organización

en términos de validez, ubicando en las cúspides a las constituciones, con alguna

garantía. Y dentro de ellas, un constitucionalismo social, para llegar al paradigma

dominante de nuestros días: el del constitucionalismo de los derechos humanos

fundamentales.

“cuando uno de los paradigmas entraba en crisis, comenzaba a pergeñarse el

nuevo. La crisis siempre es social (E) puramente fáctica, con independencia de que

podamos analizarla teóricamente, se trata de un dato de la realidad. Y el resultado de la

misma puede ser, según el peso de los juegos de poder, tanto la profundización del

anterior paradigma, cuanto el nacimiento de uno que responda más a los intereses de las

mayorías.

“eso, precisamente, es lo que ha venido sucediendo con las dos últimas

evoluciones: paradigmas normativos de constitucionalismo social, y de Derechos

Humanos Fundamentales. Y esto, por cierto, molesta mucho al paradigma económico,

que siente que queda atrapado en un nuevo giro copernicano, en donde el eje no es el

mercado, sino el hombre”.

“Justamente, este último paradigma, en la práctica del derecho no lo vemos del

todo, porque el reconocimiento de la racionalidad del sistema, no implica que en su

aplicación, las interpretaciones se formulen en ese mismo sentido.”

“Elos operadores aplican el derecho con la paz de conciencia de estar empleando

el paradigma correcto. Pero esto solo sucede, cuando identificada la racionalidad del

sistema, es interpretada dentro del mismo paradigma. De otro modo, son dos naves que

van en sentido contrario, para terminar chocando. El problema es cuál se hunde”.

“Así, los operadores del derecho suelen tener interpretaciones solo adecuadas

para un paradigma de derecho clásico: más claro, se aplica una norma del actual

paradigma, (de DDHHFF), pero se la interpreta como si fuera de dos paradigmas

anteriores (liberal)E.”

“claro es entonces, que la nave que se hunde, es justamente la de los titulares de

numerosos derechos del nuevo paradigma: trabajadores, desempleados, los más débiles

del sistema”.

 “lo único que explica entonces la inocencia de muchos operadores, es que les fue

enseñado el manejo del derecho de ese modo, plagado de verdades absolutas sin mayor

reflexión, sin conexión con la realidad, con la razonabilidadE” (De mi autoría, “Los

paradigmas normativos e interpretativos: relojes que suelen atrasar”, 12º Jornadas de

Spes, sobre “Los cambios de paradigma y sus efectos, su abordaje interdisciplinario”,

Facultad de derecho de la Universidad de Buenos Aires, Revista Spes, Nro. 34, Octubre

2012, paginas 3-5).

Luego, desde una lógica acorde con el nuevo paradigma, y en estricta aplicación al

caso, obviamente no comparto el criterio de que el contrato de beca resultó válido, sino

que se trató de un recurso empresario, a fin de ocultar una verdadera relación laboral, y

eludir las obligaciones patronales. Ello, porque no se cumplieron los requisitos exigidos

por la citada normativa relativa al aprendizaje. El hecho de que la trabajadora se

desempeñara a las órdenes de la Editorial como redactora, más allá de haber suscripto un

contrato de beca, la realidad es que no se había implementado un programa de

aprendizaje, ni un sistema de evaluación del desempeño.

Sumado a ello, cabe destacar que la parte demandada no cumplió la intimación

efectuada en el auto de apertura a prueba (fs. 173, y 259), para que acompañara la

documental ofrecida por la accionante a fs. 60, conforme lo dispuesto en el art 388 del

CPPCCN.

Ahora bien, justamente la empleadora es quien tiene en sus registros todos los

archivos originales de todas las notas de las revistas que editaba, y de las presentaciones

en las que participó la trabajadora. En consecuencia, la renuencia a acompañar dicha

documental, implica una presunción en su contra, y a favor de los dichos de la parte

actora.

De modo que, no habiéndose cumplido con las formalidades que hacen a la

validez jurídica de este tipo contractual; que desde un principio, la trabajadora trabajó

como redactora de la Editorial, suscribiendo las notas que se encuentran en el sobre que

corre por cuerda -tal como se indicara en la sentencia recurrida-; y por imperio de lo

dispuesto en el art. 9 de la LCT, estimo que en el sublite existió un contrato por tiempo

indeterminado desde noviembre de 1992.

No otra puede ser la conclusión, cuando de modo tan terminante, el paradigma

normativo (racionalidad del sistema), indica cuál es la noción de contrato de beca, o de

práctica rentada. Luego, por vía interpretativa, no es posible alterar el orden normativo.

Respecto de esta dicotomía entre el nuevo paradigma normativos, y su

interpretación, tengo dicho con anterioridad a la reforma del artículo 12 de la LCT, que en

su antigua redacción, debía entenderse que, aun cuando libremente el dependiente haya

querido acordar una cláusula, la misma carecerá de efectos cuando “suprima o reduzca

los derechos previstos en la LCT, los estatutos profesionales o las convenciones

colectivas, ya sea al tiempo de su celebración o de su ejecución, o del ejercicio de

derechos provenientes de su extinción” (art. 12 LCT).

Es que cuando “negocia” las condiciones de su contrato, así como las

modificaciones del mismo, el trabajador solo “adhiere” a los términos impuestos por el

empleador.

Ahora bien, ¿cuáles derechos resultan irrenunciables?. Hasta “Bariain” (CNAT,

Sala VI, 14 de mayo de 1985, in re “Bariain, Narciso Teodoro c/ Mercedes Benz Argentina

S.A.s/ despido”) aparecía como la interpretación mayoritaria del artículo 12 la que lo

entendía relativo a cierto tipo de cláusulas y de determinada fuente. Por lo tanto, solo eran

irrenunciables los mínimos derivados de la ley, los estatutos y las convenciones colectivas

(Etala, Carlos Alberto. “El orden público laboral, la revisión del contrato y el vicio de

lesión”. LT, XXXIII, pág. 561).

A nuestro juicio, una interpretación como ésta implicaría dos vicios diferentes. Por

una parte el de redundancia, puesto que no es posible concluir que el artículo de marras

es la sanción del antecedente que reza “el orden público laboral es indisponible”,

previendo la nulidad para quien así lo acuerde, puesto que esta función ya le fue

reservada en forma expresa al artículo 7 cuando prohíbe el pacto de condiciones “menos

favorables” para el trabajador que las previstas en la ley, convenciones y laudos con

fuerza de tales.

Por lo tanto, cuando en la lectura de la LCT llegamos al artículo doce ya

conocemos qué se entiende por orden público laboral y a qué ha de atenerse quien lo

viole, razón por la cual no podría estarse refiriendo a la misma cuestión.

De este modo, nos encontramos con el segundo vicio: circularidad. Si entendemos

que el artículo doce prohíbe todo acuerdo contrario al orden público laboral cuya violación,

a su vez, está prohibida, no estaría agregando nada nuevo. Por el contrario, en “Bariain”

la Sala VI de la Cámara interpretó que también eran irrenunciables los derechos que

estaban por encima del mínimo pero que tenían por origen el contrato de trabajo,

retocando así la teoría tanto en relación con la fuente cuanto con la naturaleza de los

derechos.

El artículo 15 nos dice que, todo acuerdo transaccional, conciliatorio o liberatorio

sólo será válido cuando medie intervención de la autoridad judicial o administrativa, así

como resolución fundada que evalúe la justa composición de derechos e intereses

(CNAT, Sala IV, Sd.83.649, del 30/4/99, in re “Kraisman, Alejandro Gabriel c/ Vilguad S.A.

s/ despido”, del voto del Dr. Lasarte, en mayoría).

La jurisprudencia ha dicho que “el fallo plenario 137, ‘Lafalce, Ángel c/ Casa

Enrique Schuster S.A’E fue dictado ya hace veintiocho años y tendría que ser revisado a

la luz de las disposiciones de la ley de contrato de trabajo cuyo artículo 15 establece

exigencias precisas para la conciliación y de toda una normativa que fortifica el orden

público laboral y que impide la renunciabilidad de los derechos” (CNAT, Sala VI,

Sd.50.257, del 18/11/98 in re “Panelo, Héctor Armando c/ YPF s/ accionario obrero”. Dr.

Fernández Madrid, por la minoría).

Miremos el fenómeno de la renuncia desde sus dos frentes. En el caso de

Velazco, durante casi veinte años la empresa armó su esquema en base a su reajustado

contrato, sin que aquél hiciese ningún reclamo, por lo que era lógico suponer que a su

egreso nada podría reclamar en relación con aquélla pretérita situación.

Pero si enfocamos la cuestión desde el lado del trabajador (a lo que la naturaleza

protectoria de nuestro derecho nos obliga), también podemos ver que la opción en la que

se encontraba el trabajador era diabólica: si no aceptaba la rebaja salarial y la reducción

de la jornada, se exponía a perder su trabajo y, más tarde, si no acordaba la

compensación, se arriesgaba a no cobrar nada (CNAT, Sala III, in re “Casterán, Gustavo y

otro c/ Raña de Veloso”, 30/8/85).

Hemos llegado a un punto, en donde este do ut des leonino no debe ser

sospechado, es explícito. Así llegó a pretenderse que tuviera plenos efectos un acuerdo

de rebaja salarial sin que fueran disminuidas ni las obligaciones ni la carga horaria, a

cambio de una promesa de estabilidad que, de no ser cumplida, no tenía prevista ninguna

sanción adicional (CNAT, Sala III, Sd.78.965, del 26/5/99 in re “Groba, María Andrea c/

Instituto Independencia S.R.L. s/ despido”). Esta grosera desproporción llevó a los jueces

a decretar la nulidad del acuerdo, y condenar al pago de las diferencias.

Porque si bien la “autonomía de la voluntad” debe tener como regla interpretativa

la buena fe de las partes, es en el derecho del trabajo (para el cual la primacía de la

realidad es un principio capital) donde resulta en particular relevante considerar lo que

“verosímilmente entendieron o pudieron entender los firmantes, obrando con cuidado y

previsión, arts. 1198 Cód. Civil y arts.63 y ccs. de la LCT, CNAT, Sala IX, Sd. del 17 de

setiembre de 1998, in re “Maller, Gustavo Sergio y otros c/ YPF s/ accionario obrero”).

Porque no siempre la hipótesis es de que el trabajador “no ha comprendido los alcances

del acuerdo”, muchas veces nos encontramos con empleados superiores de alta

capacitación, -lo que nos asimila al caso de autos- donde el trabajador comprende

perfectamente que si no acepta, pierde la fuente de trabajo y la posibilidad de percibir una

indemnización integral.

En este mundo globalizado es razonable presumir que el trabajador no obra

siempre con su libre voluntad, sino que la misma está viciada por la necesidad de

preservar su empleo, por lo que “resulta innecesario abundar sobre las dificultades que se

presentan en la actualidad y desde hace tiempo en el mercado laboral, y resulta de toda

lógica que quienes lo han logrado se allanen a requisitorias indebidas para mantener su

fuente de trabajo (CNAT, Sala VIII, Sd.27.136, in re “Marini, Patricia c/ Indicom S.A. y otro

s/ accidente”, voto del Dr. Billoch Caride, por la mayoría).

¿Cómo evaluar entonces los acuerdos?, ¿cómo definir que sus términos resultan

justos y equitativos?, que ha sido efectivamente queridos por el trabajador.

En relación con los contenidos, la regla del perjuicio es clara (CSJN, Z.275.XXXII,

recurso de hecho, “Zorzin, Víctor Rubén c/ YPF S.A.): como en todo planteo de nulidad es

fundamental su invocación y prueba, traducida en la especie en la desproporción de lo

obtenido a cambio por la renuncia. Así, una rebaja –que siempre respete los mínimos

inderogables- que se vea compensada con otro beneficio puede ser aceptable, pero

nunca puede ser prenda de cambio la continuidad del vínculo laborativo, o el “cobrar algo

antes que nada”. Y es en este punto en el que se deben extremar los cuidados, y en

donde se ve con toda claridad la necesidad de que los acuerdos sean celebrados ante

una autoridad que los evalúe, la que a su vez debe ser judicialmente controlada.

“Finalmente, la brecha interpretativa fue cerrada mediante la reforma del 29 de

diciembre de 2009, producida por la ley 26574, que introdujera expresamente en el texto

del artículo 12 de la LCT, el criterio anticipado, relativo a que, entre los derechos

adquiridos, se encontraban los emergentes del contrato de trabajo (en sentido análogo,

sentencia N° 1719, del Juzgado del Trabajo N° 74, dictada en autos “Azari, Luis Antonio y

otro c/ Letraset de Latinoamérica Argentina s/ despido”, y SD Nº 92669, del 27/8/11,

dictada en la causa autos “Corinaldesi Laura Beatriz c/ Editorial Sarmiento SA s/ ley

12.908”, del registro de esta sala).”

Luego, claramente cabía resolver en la especie, como se indicara

precedentemente, y tener por inválido el contrato de beca suscripto entre las partes, y en

consecuencia, determinar que efectivamente el contrato de trabajo se encontraba

registrado en forma tardía.

En razón de todo lo expuesto hasta aquí, corresponde confirmar este aspecto del

fallo apelado.

Teniendo en cuenta la forma de resolver que propongo, no resulta necesario tratar

la queja de la parte actora respecto del rechazo de la prueba ofrecida relativa al informe

de un Escribano Público, para que determine la autenticidad de las copias de las notas

suscriptas por aquella, que fueron agregadas como prueba documental.

Ahora bien, a fin de determinar la procedencia de las horas extras, reitero que en

el escrito de demanda la actora sostuvo que se desempeñaba de lunes a sábado,

haciendo tres horas suplementarias por día. En particular, la reclamante destacó que la

demandada determinaba dos cierres por semana, los días lunes y viernes que implicaban

16 horas de trabajo, de 6 a 22 horas ó de 11 a 3 ó 4 de la mañana, y que los días martes

y sábados debían ejercer prestaciones domiciliarias, durante dos horas, para organizar el

trabajo para la semana. Sumado a ello, sostuvo que a veces los domingos se hacía el

cierre en lugar de los lunes. Por último, sostuvo que los miércoles y jueves, se

desempeñaba ocho horas por día de 12 a 20 ó 21 horas.

Luego, el art. 34 del Estatuto del Periodista, establece un límite de jornada laboral

de 36 horas mensuales ó 156 mensuales.

Al respecto, el testigo Abascal (fs. 293/294), propuesto por la parte actora, sostuvo

que la actora se desempeñaba los lunes de 11 horas hasta el cierre, que podía ser a las

dos o tres de la mañana, y a veces hasta más tarde; los martes era el día de descanso;

los miércoles y jueves prestaba tareas de 11 a 20 ó 21 horas, y los viernes de 11 hasta el

cierre, es decir hasta la medianoche, 1, ó 2 de la mañana, dependiendo del día. En cuanto

a la remuneración, sostuvo que el recibo de sueldo estaba discriminado por un salario

básico, y un ítem de horas extras, más los descuentos de jubilación y ganancias.

Describió que el rubro horas extras era una suma fija, que se repetía mes a mes, que esto

lo sabe, porque todos los recibos de haberes eran igual, para los editores y redactores.

A continuación, el Sr. Montini (fs. 297), por la misma parte, dijo que veía a la

accionante de lunes a viernes, que el horario variaba según el día de publicación

semanal. Indicó que había tres cierres semanales, el lunes era al final, que se trabajaba

desde las 11 hasta las 3 de la mañana. Agregó que los demás días cumplían ocho horas

diarias, que ingresaban a las 11 y se retiraban a las 20 ó 21 horas aproximadamente.

Sostuvo que nunca vio el recibo de Paillot, pero sabe que todos eran iguales, porque

había un concepto denominado horas extras que no se correspondía con las reales, no se

especificaba el quantum de las mismas, pero el monto siempre era lo mismo. Agregó que

en varias oportunidades el cierre se efectuó un domingo o feriado, con los mismos horario

del cierre, de 10 a 3 de la mañana. Manifestó que la demandada no ejercía un control de

horario, que la filosofía era que “uno se debía 100% a la revista”.

Luego, el Sr. Castro, traído a juicio por la accionada a fs. 430/431, refirió que la

accionante trabajaba en la revista Gente como editora, que ingresó aproximadamente

diez o doce años antes que él. En cuanto a la jornada de trabajo, sostuvo que

habitualmente se desempeñaba de lunes a viernes, con un franco los martes, y “muy

eventualmente algún domingo por la tarde”. Manifestó que la accionante ingresaba a las

13 y se retiraba a las 19.00 u 20.00 horas. Sostuvo que los lunes ingresaban un poco más

temprano, a las 10 horas. Refirió que los días de descanso de Paillot eran los martes y los

sábados, y generalmente los domingos. Explicó que por ejemplo, a veces los viernes o los

domingos se efectuaban cierres. Indicó que no sabe cómo se pagaban las horas extras,

pero que figuraban en los recibos de sueldo.

Efectuada esta breve reseña testimonial, observo que los deponentes traídos a

juicio por la accionante resultaron concordantes con los hechos descriptos en el inicio. En

particular, indicaron que la misma efectuaba horas extras en forma habitual, que los días

de cierre que eran los lunes y viernes se debían quedar hasta la una, dos, tres o cuatro de

la mañana, dependiendo del día. Luego, sostuvieron que en algunas oportunidades los

domingos se efectuaba el cierre de la edición, por cuestiones particulares. Asimismo,

describieron que el rubro horas extras era una suma fija, que se repetía mes a mes, y que

no se correspondía con la cantidad de horas suplementarias trabajadas. Es más, el Sr.

Montini aclaró que la demandada no ejercía un control de horario, y que la filosofía era

que “uno se debía 100% a la revista”.

Sumado a ello, observo que Abascal y Montini resultaron congruentes con el

horario de trabajo denunciado en el inicio, pues, describieron que los días de cierre eran

los lunes y viernes, que en esos días prestaban tareas desde las 11 hasta las dos ó tres

de la mañana, y hasta más tarde. Luego, que los miércoles y jueves, cumplían una

jornada de ocho horas, de 11 a 20 ó 21 horas. El último de los testigos, explicó que en

varias oportunidades el cierre se efectuó un domingo de 10 a 3 de la mañana. Este dato,

también resultó corroborado por el propio testigo de la demandada, quien dijo que a veces

los domingos se efectuaban los cierres de la Editorial.

Al respecto, el perito contador informó a fs. 359 y 361, que la demandada abonó

durante los últimos 24 meses de la relación laboral, un rubro denominado “0004 horas

extras”, aclarando que no se encuentra determinado en los recibos de haberes la cantidad

de las mismas. Sin embargo, se determinó que dicho rubro representaría 20 horas

suplementarias por mes, es decir, cinco semanales. Luego, a fs. 450, informó que una

profesional de la empresa le informó que durante el periodo que trabajó la accionante no

existía ningún sistema de control de horas extras.

En estas condiciones, resulta importante recordar, que en principio, los

empleadores no están obligados a utilizar fichas reloj u otros medios de control de ingreso

y egreso de los trabajadores del establecimiento. Sin embargo, si sus dependientes

cumplen horas extras, sí están obligados a llevar un sistema de control de la jornada

laboral. Ello, conforme lo dispuesto art. 6 de la ley 11544, y art. 8 del Convenio OIT Nro 1.

En este caso, tal como se viene demostrando con las declaraciones testimoniales,

y con lo informado por el experto contable, el accionante trabajaba más allá de la jornada

legal establecida. De modo, que incumbía a la demandada, por aplicación del principio de

la carga dinámica de la prueba, demostrar que las horas extras abonadas se

correspondían con las trabajadas. Sumado a ello, no se puede dejar de lado, el hecho de

que el empresario es quien tiene conferidos los poderes de organización y dirección, y a

su disposición todo los libros laborales.

En esta inteligencia, teniendo en cuenta que habiendo reconocido la empleadora

que la actora efectuaba horas extras en forma habitual, tenía la obligación de llevar un

mecanismo de control de las mismas, como lo he indicado en los párrafos anteriores. Sin

embargo no lo hizo.

En consecuencia, corresponde tener por cierto el horario de trabajo completo

denunciado en el inicio, pues, la demandada no logró echarlo por tierra con ningún

elemento de prueba, y hacer lugar a las diferencias reclamadas por dicho concepto desde

abril a septiembre del 2010).

En consecuencia, habiendo la actora intimado a la patronal, en forma reiterada,

para que se registrara el contrato de trabajo en debida forma respecto de la fecha de

ingreso, y para que se le abonaran las diferencias por horas trabajadas en exceso, sin

obtener respuestas satisfactorias, considero que la misma se encontraba asistida de

derecho para considerarse injuriada y despedida, en los términos del art. 242 de la LCT.

En estas condiciones, corresponde confirmar la procedencia de las

indemnizaciones derivadas del distracto, y del agravamiento previsto en el art. 2 de la ley

25323.

En relación con la gratificación anual percibida por la trabajadora, en el responde

la demandada afirmó que dependía del presupuesto y de los objetivos generales de la

empresa, y del desempeño de los empleados. Si bien los testigos no mencionaron este

aspecto de la remuneración, en el expediente no se acompañaron constancias

documentales de la existencia de un reglamento escrito, en el cual se definiera todo ello,

los porcentajes de la gratificación a los cuales tenía derecho la accionante si cumplía con

el total de los supuestos objetivos marcados y cómo era el sistema de evaluación.

De modo que considero, que el incentivo anual que percibía la trabajadora no

estaba sujeto al cumplimiento de ningún requisito determinado. Asimismo, del Anexo 40,

de la pericia contable (fs. 331), surge que en los últimos cinco años de trabajo, cobró

gratificaciones en el 2005, 2007, y 2008; cuyas sumas podían estar entre uno y dos

salarios (monto equivalente a 1,63; 2,05; y 1,69 sueldos de cada año, respectivamente).

En estas condiciones, arribo a la conclusión de que este incentivo anual que

percibía la trabajadora, no estaba sujeto al cumplimiento de ningún requisito específico.

Es decir, que no se encontraban pautados claramente, los estándares que se debían

cumplir.

Razón por la cual, comparto lo decidido en la instancia anterior, respecto de la

procedencia de las diferencias salariales por gratificación del año 2009, y el proporcional

correspondiente al 2010.

Ahora bien, la parte actora cuestiona que se haya hecho lugar a este rubro,

teniendo en cuenta solo un salario ($16.120 gratificación anual 2009, y $12.090

proporcional del 2010), cuando según entiende, por el mismo le correspondían dos, o en

su caso una suma igual a 1,69 sueldo por cada año reclamado.

Como se puede apreciar en la pericia contable, no se trataba de un rubro fijo sino

variable, de modo que, lo más justo resultaría hacer un promedio de los parámetros

utilizados durante los últimos cinco años. Así arribo a la conclusión, de que la actora debía

percibir una suma equivalente a 1,79 sueldos en el 2009, y el proporcional en el 2010.

A continuación, la parte demandada se siente agraviada porque se hizo lugar al

reclamo por rebaja salarial de enero del 2002, violando lo dispuesto en el art. 256 de la

LCT.

Por su parte, la accionante se siente agraviada porque en relación con esta rebaja,

no se hizo lugar a las diferencias salariales reclamadas en el inicio.

Veamos. En el inicio, la Sra. Paillot afirmó que en el mes de febrero del 2002 se

produjo una reducción de la remuneración de todos los empleados, instrumentada por

medio de un “un convenio individual de novación objetiva”. Refirió que debía aceptar la

rebaja de los salariosn para poder mantener su fuente de trabajo.

A continuación, sostuvo que las horas extras fueron abonadas hasta el 2001, en

una suma de $1.860, pero con posterioridad, a partir de enero del 2002, se modificó el

código que figuraba en los recibos (004), y se disminuyó el monto a $1.272.

Por su parte, la demandada sostuvo que el acuerdo de novación tiene plena

validez, puesto que implicó una negociación entre las partes, y no fue producto de una

imposición unilateral.

Luego, destaca el contexto en el que se suscribió dicho convenio, que fue una de

las crisis económicas más importantes de la historia argentina, en el periodo que corre

entre el 2001 y 2002. Por último, consideró que el reclamo se encontraba prescripto.

A fs. 160/161, el magistrado de grado anterior rechazó la excepción interpuesta

por la accionada. Dicha resolución, fue apelada por la interesada a fs. 163. Sin embargo,

se tuvo presente su recurso en los términos del art. 110 de la ley 18345 (fs. 167). De

modo que, ante esta instancia actualizó los agravios vertidos en dicha oportunidad.

De las constancias de autos, se advierte que la actora reclamó diferencias por la

referida rebaja salarial, por los 2 años anteriores a la extinción de la relación laboral.

Sumado a ello, tenemos que la extinción de la relación laboral habida entre las partes se

produjo, el 7.10.10, el trámite conciliatorio ante el SECLO se inició el 28.10.10, siendo la

fecha de interposición de la demanda el 23.03.11.

Nótese que en el inicio, la reclamante sostuvo que si los empleados no aceptaban

suscribir el escrito de novación, donde se había consignado la rebaja salarial, podían

llegar a perder despedidos. Con lo cual, resulta lógico que esta situación le impidiera

efectuar reclamos durante el transcurso de la relación laboral. Más aún, si tenemos en

cuenta que en esa época, había una crisis económica nacional (años 2001/2002), y el

desempleo se incrementaba día a día. Toda esta situación de inestabilidad económica y

social, es un dato de público y notorio conocimiento, que torna razonable la inferencia.

En efecto, la llamada “prescripción liberatoria”, que es la que da sustento al

conflicto sometido a examen, tiene lugar “por el solo silencio o inacción del acreedor, por

el tiempo designado por la ley”, y su consecuencia es que el deudor queda libre de toda

obligación (conf. art. 4017 del Código Civil).

Asimismo, tengo presente que el art. 3980 del Código Civil, prevé el instituto de la

dispensa en los siguientes términos: “Cuando por razón de dificultades o imposibilidad de

hecho, se hubiere impedido temporalmente el ejercicio de una acción, los jueces están

autorizados a liberar al acreedor, o al propietario, de las consecuencias de la prescripción

cumplida durante el impedimento si después de su cesación el acreedor o propietario

hubiese hecho valer sus derechos en el término de tres meses (E)”.

Al respecto, tengo dicho que de la norma citada, se infiere que “este privilegio se

configura cuando el titular del derecho no ha podido ejercer la acción por encontrarse

dificultado o imposibilitado para obrar, situación ésta que debe ser demostrada en cada

caso en particular y que en dicho impedimento persista al tiempo de producirse el

vencimiento del término de prescripción, y que una vez desaparecido ese obstáculo, se

haga valer el derecho dentro del plazo de tres meses.”

“En cuanto al análisis del caso, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha

sostenido, en un criterio que comparto que “(E) el instituto de la dispensa de la

prescripción cumplida, por reglar situaciones de carácter excepcional, es de interpretación

restrictiva, y la facultad conferida a los jueces (art. 3980 del código civil) debe ser ejercida

con la máxima prudencia. El legislador, al establecer una directiva genérica centrada en

las “dificultades o imposibilidades de hecho” ha diferido a los jueces el análisis de cada

caso de tal modo que aquéllas circunstancias deben ponderarse con relación a la persona

misma del demandante (E)” (B. 209 XXI, en autos “Botana, Helvio I. y otros c/ Cadepsa y

otros s/ nulidad de actos jurídicos”, del 6 de marzo de 1990; T 314:863, en autos

“Olavarría, Armando N. c/ Provincia del Chaco”, del 20 de agosto de 1991).”

“Comparto la doctrina que expuso el voto minoritario del Máximo Tribunal, al

sostener en cuanto a las “dificultades individuales”, que “(E) la imposibilidad de obrar

puede ser –además de material u objetiva-, solo moral, en los casos en que las

consecuencias del accionar se traducen para el obligado en una injustificada carga

psíquica o en un riesgo personal, situación no equiparable a la de quien pretende

extender la dispensa a situaciones basadas en su propia negligencia o desidia” (C.S.J.N.,

sentencia del 16.08.1988, recaída en autos “Troiani, Pedro c/ Ford Motors Argentina SA”,

Fallos: 311:1499)” (SD Nro. 93369, del 28.12.12, dictada en autos “García Rubén José c/

Esso Petrolera Argentina SRL S/ Diferencias de Salarios”, del registro de esta Sala).

En la especie, la actora consideraba que si efectuaba algún tipo de objeción por el

convenio de novación, y la consecuente rebaja del salario, la empresa iba a reaccionar

con la sanción más elevada, que es el despido. Con lo cual, temía efectuar reclamos

durante la vigencia del contrato de trabajo.

Ahora bien, en material laboral es sabido, que las partes contratantes -trabajador y

empleador- no se encuentran en igualdad de condiciones al momento de negociar las

pautas y condiciones de la relación laboral, como sí sucede en un contrato regido por el

derecho civil. Por ello, la Ley de Contrato de Trabajo, a fin de menguar esta disparidad,

establece el “principio de irrenunciabilidad”, derivado del principio protectorio, que es

cardinal dentro de la materia. Este principio establece la nulidad absoluta de toda renuncia

de derechos, de donde se sigue la imprescriptibilidad de la misma. Me explico, la renuncia

de derechos por parte del trabajador es nula de nulidad absoluta, y la nulidad absoluta

resulta inconfirmable e imprescriptible.

 “Los derechos del trabajador exceden considerablemente el universo de lo

meramente patrimonial incluido en el ámbito de tutela del derecho de propiedad. Es decir,

estamos en presencia de derechos irrenunciables, por lo que carecerán de todo valor los

actos de renuncia que efectúe el titular del derecho en cuanto carece de la facultad

jurídica de desprenderse gratuitamente, sin contraprestación alguna, de los derechos que

las normas imperativas de jerarquía constitucional y supralegal le conceden” (en el mismo

sentido, voto del Dr. Zas, en la sentencia dictada el 13/05/11, en autos "G. A. I. C/ Coto

C.I.C.S.A. s/ diferencias de salarios", del registro de la Sala V).

En estas condiciones, me remito a lo indicado precedentemente, respecto del

principio de irrenunciabilidad del art. 12 de la LCT, y a lo dispuesto en los arts. 15 y 58 del

mismo cuerpo legal.

Sobre esta base interpretativa, concluyo que la actora se encontraba en un estado

de incertidumbre, con temor a perder su fuente de ingresos, si reclamaba las diferencias

salariales mientras se mantenía vigente el vínculo. De modo que, el plazo de la

prescripción de las cuestiones que se dirimen en este litigio, deberá computarse a partir

de la fecha del despido indirecto. Pues, justamente a partir de ese momento desapareció

“la situación” que la imposibilitaba a reclamar el reconocimiento de sus derechos.

En este sentido, tiene dicho la jurisprudencia, que “el curso de la prescripción que

está pendiente desde el nacimiento de la acción respectiva, puede verse alterado por dos

fenómenos diversos entre sí: la suspensión y la interrupción de la prescripción” (CNAT,

Sala VI, sentencia Nº 61.516 del 26/8/2009 en autos “Sallent, Adrián c/ Banco Itaú Buen

Ayre S.A. s/ despido”).

“Enseña Llambías, que la suspensión consiste en la detención del tiempo útil para

prescribir por causas concomitantes o sobrevinientes al nacimiento de la acción en curso

de prescripción. Mientras actúa la causa que opera la suspensión, el lapso que transcurre

es inútil para prescribir, pero en cuanto dicha causa cesa de obrar, el curso de la

prescripción se reanuda, sumándose al periodo transcurrido con anterioridad a la

suspensión (conf. art. 3983 Código Civil)”.

“Por el contrario, la interrupción inutiliza el lapso transcurrido hasta ese momento.

Consiguientemente, acaecido un hecho interruptivo de la prescripción, se requerirá el

transcurso de un nuevo periodo completo sin poderse acumular el periodo anterior (conf.

art. 3998 Código Civil)”.

“Es decir que la suspensión tiene como fundamento que el acreedor no puede

desplegar la actividad necesaria para mantener vivo su derecho, y que el impedimento

que padece ha sido considerado justificado por el legislador. Mientras que la interrupción

es consecuencia directa de la actividad de las partes, cuya conducta pone de relieve la

subsistencia del vínculo que las une”.

“Por ello, se advierte una diferencia entre las situaciones suspensivas producto de

una inactividad justificada del acreedor, y los actos interruptivos, que son consecuencia

directa de la actividad desplegada por las partes”.

También se sostuvo, en un caso análogo al presente, que “la redacción del art.

3986, modificado por Ley 17.711, no deja lugar a dudas respecto del efecto interruptivo

que cabe otorgar a la demanda judicial. Pero la doctrina y la jurisprudencia se han

preguntado qué debe entenderse por “demanda” a los fines interruptivos de la

prescripción”.

En ese sentido, “Borda analiza el efecto adjudicado por la jurisprudencia a las

‘gestiones administrativas’ y destaca la existencia de tres tendencias: quienes niegan

terminantemente a dichas gestiones el efecto interruptivo; quienes admiten el efecto

interruptivo de la prescripción solamente cuando dichas gestiones tienen el carácter de

instancia previa y necesaria para interponer la demanda; y quienes admiten lisa y

llanamente el efecto interruptivo de las gestiones administrativas, sean o no instancia

previa ineludible (Tratado de Derecho Civil, Obligaciones T. II, Sexta Edición, Editorial

Perrot, pag. 40/41)”.

“Entre estos últimos, menciona Borda, la doctrina establecida por el Fallo Plenario

N° 52 de esta Cámara de Apelaciones del Trabajo, que por el voto unánime de sus

miembros dispuso que ‘La reclamación administrativa interrumpe la prescripción de las

acciones judiciales por cobro de salarios’”.

 “El entonces Procurador General Dr. Sureda Graells, al dictaminar en dicho

plenario, destacó como una de las finalidades perseguidas por el derecho del trabajo la

solución de conflictos, tanto colectivos como individuales, mediante avenimientos o

procedimientos conciliatorios, y señaló que un organismo administrativo como el

Ministerio de Trabajo se encuentra legalmente habilitado para efectivizar dicha finalidad”.

“Por esa especificidad propia de nuestra materia, afirmó entonces que el término

demanda del art. 3986 Código Civil debe ser interpretado en sentido gramatical, en cuanto

representa solicitud, petición, súplica y no con la estrictez que se desprende de su

acepción procesal, circunscripta a la actividad específicamente judicial, vale decir toda

ejecución de un acto que sin lugar a dudas trasunte un deseo de voluntad de ejercitar un

derecho que la inacción y el transcurso del tiempo pueda hacerlo perder, extinguiéndolo”.

“En ese orden de ideas, sostuvo el Dr. Sureda Graells que ‘la presentación del

trabajador ante el Ministerio de Trabajo, por sí o por intermedio de un asesor gremial, en

procura del reconocimiento de un derecho del que fuere titularE tiene todas las

características de una demanda, en cuanto esta pueda significar actividad, diligencia

puesta en movimiento, para evitar que el transcurso del tiempo pueda extinguir el

derecho que asiste al titular’”.

“Los Dres. Miguez y Videla Morón destacaron que es la ley la que otorga

competencias al Ministerio de Trabajo para intervenir en instancias conciliatorias, y por

ello consideraron que las actuaciones o reclamaciones realizadas ante esa autoridad

administrativa en materia de derecho laboral producen efecto interruptivo de la

prescripción, por tratarse de instancia conciliatoria determinada por la ley, y en caso de

negársele ese efecto se destruiría la razón de ser de la misma”.

“El Dr. Allocatti, por su parte, comenzó señalando que las normas del Código Civil

sobre el punto (arts. 3984, 3985 y 3986 anteriores a la reforma de la Ley 17.711), habían

tratado la interrupción de la prescripción teniendo en cuenta esencialmente la prescripción

adquisitiva, y remite a un fallo del Dr. Argañaras como miembro de la Suprema Corte de la

Provincia de Buenos Aires en el cuál sostuvo que ‘Esto no excluye E que nuestra

jurisprudencia haya aplicado a la prescripción liberatoria lo que en el art. 3986 se dispone

para la adquisitiva, admitiendo por extensión que la demanda en justicia sirve también

como acto interruptivo de las acciones personalesE. Pero lo expuesto viene a demostrar

que si la demanda en justicia viene a ser útil para la extinción de la prescripción extintiva,

no tendría para ésta el carácter limitativo que para la prescripción adquisitiva le asigna el

art. 3986 Código Civil, Epor lo que este texto legal no podría oponerse eficazmente para

excluir otros actos que, sin ser una demanda, deben aceptarse como actos equivalentes,

interruptivos de la prescripción liberatoria en cuanto revelan la formal intención del

acreedor de mantener activo su derecho, procurando con ello que la prescripción no se

cumpla (conf. art. 4017 Cód. Civil)’”.

“Por ello, el Dr. Allocatti también se pronunció por el carácter interruptivo de las

actuaciones administrativas ante el Ministerio de Trabajo, en tanto demuestran que no ha

existido silencio o inacción del trabajador (conf. art. 4017 Código Civil)”.

“Esa interpretación amplia es evidentemente la que ha prevalecido en la redacción

de la norma contenida en el art. 257 LCT, en tanto expresamente reconoce efecto

interruptivo de la prescripción a “la reclamación ante la autoridad administrativa del

trabajo”, si bien limitando dichos efectos al plazo máximo de seis meses, solución que

resulta razonable a fin de no generar incertidumbre en las relaciones jurídicas” (CNAT,

Sala VI, sentencia Nº 32.008 del 19/2/2010 en autos “Harasymon, Mauricio Alejandro c/

Inc S.A. y otro s/ accidente-ley especial”).

Ahora bien, la Ley 24.635 (B.O. 3/5/96) llamada “Ley de instancia obligatoria de

conciliación laboral”, estableció en su art. 1° que “Los reclamos individuales y

pluriindividuales que versen sobre conflictos de derecho de la competencia de la Justicia

Nacional del Trabajo, serán dirimidos con carácter obligatorio y previo a la demanda

judicial” ante el Servicio Laboral de Conciliación Obligatoria dependiente del Ministerio de

Trabajo y Seguridad Social, creado por el art. 4° del mismo cuerpo normativo.

El art. 7° de la Ley 24.635 en su segundo párrafo estableció que la presentación

del reclamo ante ese organismo “suspenderá” el curso de la prescripción por el término

que establece el art. 257 LCT, dando lugar con ello al conflicto planteado por la parte

demandada en estos actuados.

La jurisprudencia entendió que “para resolver la cuestión sometida a esta alzada,

es necesario establecer si el procedimiento obligatorio regulado por la Ley 24.635

constituye o no un acto interruptivo de la prescripción”.

En el orden de ideas esbozado a lo largo del presente, y en un todo de acuerdo

con la jurisprudencia citada, corresponde destacar ante todo, que aún cuando el carácter

obligatorio de la instancia conciliatoria, pueda ser considerado un impedimento temporal

del acreedor para iniciar la demanda judicial –lo cual permitiría considerar justificado el

efecto suspensivo que otorga el art. 7° Ley 24.635-, lo cierto es que la misma forma en

que está estructurado legalmente dicho procedimiento, demuestra que el mismo requiere

de una actividad del acreedor que revela su voluntad de ejercitar su derecho, impidiendo

que el mismo se extinga.

La doctora Fontana, al votar en la citada causa “Sallent” sostuvo que: “el propio

Título III de la Ley 24.635 se titula ‘Demanda de Conciliación’, denominación que resulta

relevante si tenemos en cuenta que dicho título comienza con el controvertido art. 7° que

en su primer párrafo regula la formalización del reclamo ante el Servicio de Conciliación”.

“Los arts. 8 a 11 de la Ley 24.635 demuestran otras similitudes con el proceso

judicial, en tanto contemplan la asignación por sorteo del conciliador, los casos de

excusación y recusación del mismo, y las incompatibilidades que lo limitan en lo que

atañe al asesoramiento, representación y/o patrocinio de las partes. El art. 22 de la Ley

24.635 dispone que en caso de arribarse a un acuerdo conciliatorio, el mismo se

someterá a la homologación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que la otorgará

cuando entienda que el mismo implica una justa composición del derecho y de los

intereses de las partes conforme lo previsto por el art. 15 LCT. A su vez, el art. 26 ley

24.635 considera el acuerdo homologado un título ejecutable por el procedimiento de

ejecución de sentencia de la Ley 18.345”.

“También es importante recordar que el Título IX de la Ley 24.635 prevé la

posibilidad de que las partes sometan el diferendo a un arbitraje voluntario, suscribiendo

el correspondiente compromiso arbitral, lo que debe ser evaluado de acuerdo con lo

dispuesto por el art. 3988 Código Civil”.

“No hay duda alguna que estamos en presencia de un reclamo ante la autoridad

administrativa, en tanto el Servicio de Conciliación depende directamente del Ministerio de

Trabajo, y fundamentalmente teniendo en cuenta que es este último el que otorga las

homologaciones de los acuerdos conciliatorios debiendo ceñirse a lo dispuesto por el art.

15 LCT”.

“En ese aspecto, no existen diferencias sustanciales respecto de ‘la reclamación

ante la autoridad administrativa del trabajo’ a la que se refiere el art. 257 LCT”.

“Se ha señalado que este procedimiento es obligatorio y previo a la demanda

judicial, mientras que los reclamos a los que alude el art. 257 LCT son procedimientos

voluntarios. Este argumento, en todo caso, debe jugar a favor del efecto interruptivo y no

en su contra”.

“En ese sentido, Borda ha manifestado respecto de la diversidad de criterios de los

tribunales, que ‘Sería de desear que los tribunales procuraran ordenar y unificar su

jurisprudencia, para poner seguridad en materia tan importante como ésta; y sería

también deseable que no extremaran su rigorismo al punto injustificable de negar efectos

interruptivos a las gestiones administrativas que deben entablarse necesariamente como

instancia previa a la demanda judicial; pues en este caso es evidente el propósito de

poner en movimiento el aparato judicial, lo que debe bastar’”.

“Es decir que, precisamente por tratarse en este caso de un procedimiento de

carácter obligatorio, sin el cual no es posible iniciar la demanda judicial, con mayor razón

debe considerarse la presentación de la ‘demanda de conciliación’ como una actividad del

acreedor demostrativa de su interés en ejercitar el derecho que le asiste, y por ende

conforme art. 4017 Código Civil, el efecto de esa presentación debería ser la interrupción

del plazo de prescripción”.

“También resultan aplicables al procedimiento de conciliación obligatoria los

argumentos vertidos en el fallo Plenario N° 52 de esta Cámara, que ya fueron referidos.

En especial considero que la ‘demanda de conciliación’ que reglamenta el art. 7 de la Ley

24.635 debe ser interpretada con el criterio amplio postulado por el Dr. Sureda Graells, y

sin olvidar que como lo sostuvo el Dr. Argañaras según cita del Dr. Allocatti, el art. 3986

del Código Civil no podría oponerse eficazmente para excluir otros actos que, sin ser una

demanda, deben aceptarse como actos equivalentes, interruptivos de la prescripción

liberatoria, en cuanto revelan la formal intención del acreedor de mantener activo su

derecho, procurando con ello que la prescripción no se cumpla (conf. art. 4017 C.Civil)”.

“En ese sentido, Héctor Guisado (“Los efectos del reclamo ante el SECLO sobre el

curso de la prescripción” DEL nro. 227, Julio 2004 pag. 619 y sigs) ha sostenido que

‘resulta llamativo que se atribuya a la formalización del reclamo un efecto suspensivo de

la prescripción, cuando el citado artículo 257 asigna a la reclamación administrativa

alcances interruptivos, solución esta que –como también hemos expresado en otras

ocasiones- resultaría especialmente justificada ante la imposición de una instancia previa

y obligatoria como la que estamos examinando, cuyo cumplimiento constituye un requisito

de admisibilidad de la demanda’ agregando el autor que ‘en España, donde la instancia

conciliatoria previa también reviste carácter obligatorio, la presentación de la solicitud de

conciliación interrumpe los plazos de prescripción (art. 65 de la ley de procedimiento

laboral)’”.

“Por su parte, Juan C. Fernández Madrid y Carlos A. Etala han sostenido que no

cabría distinguir entre el reclamo administrativo que viene impuesto como exigencia previa

a la instancia judicial, y el que voluntariamente formula el trabajador (conf. Fernandez

Madrid, J.C Tratado Práctico de Derecho del Trabajo, Tomo II, 1ª ed., pag. 1361; Etala,

C.A. Contrato de Trabajo, Editorial Astrea, 1ª. Ed.)”.

A lo expuesto, “corresponde agregar en el ámbito del Derecho del Trabajo la pauta

establecida por el art. 9 LCT, ya que existiendo dos normas aplicables al caso –el art. 257

LCT y el art. 7 Ley 24.635-, en tanto ambas regulan el instituto de la prescripción, por el

procedimiento de conglobamiento por instituciones no cabe duda que la más favorable

resulta ser la prevista en el art. 257 LCT”, y por lo tanto debe estarse al efecto interruptivo.

“Por otra parte, dicha interpretación es la que se adecua a los caracteres propios

de la prescripción reconocidos por la doctrina civilista, entre los que se destaca la

interpretación restrictiva o estricta, esto es, que en la duda debe estarse por la

subsistencia plena del derecho y por el plazo de prescripción más dilatado (conf.

Llambias, J.J. Tratado de Derecho Civil, Obligaciones, T. III, pag. 311; Borda, G.A.

Tratado de Derecho Civil, Obligaciones, T. II, pag. 11”).

“Desde el punto de vista de la jerarquía de las leyes, tampoco es posible soslayar

en mi opinión que la Ley 24.635 es una ley de forma, y como tal debe adecuarse a las

leyes de fondo, tal como lo prescribe el art. 31 y art. 75 inc. 12 de la Constitución

Nacional. En ese sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha establecido en

referencia a la prescripción que la misma está regida por las leyes nacionales (Código

Civil) cuyas disposiciones no pueden ser desconocidas por las normas locales (art. 67 inc.

11 de la Constitución Nacional) (Fallos 276:401, sus citas y otros)”.

Estas cuestiones no han sido abordadas aun por la Corte Suprema de Justicia de

la Nación, sin perjuicio de lo decidido en el Fallo “Sallent, Adrián c/ Banco Itaú Buen Ayre

S.A.” (S.1793.XLI), con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad.

A modo de conclusión, y de acuerdo con los fundamentos desarrollados hasta

aquí, la formalización del reclamo ante el Servicio de Conciliación Obligatoria, constituye

una actividad del acreedor que revela su interés en ejercer el derecho que le asiste. Esta

instancia administrativa ha sido impuesta por una ley de forma, que debe respetar lo

dispuesto por las normas de fondo (considerando el concepto amplio de demanda

receptado por el art. 257 de la LCT)

A ello, se suma el carácter restrictivo de la prescripción, que implica que ante la

duda debe optarse por la subsistencia plena del derecho, y por el plazo de prescripción

más dilatado (conforme lo dispuesto por el art. 4017 Código Civil, y la interpretación que

prescribe el art. 9 LCT).

En consecuencia, frente a lo dispuesto por ambos textos, propongo optar por la

norma más favorable en tanto ello se adecua al carácter estricto de la prescripción, y

establecer en consecuencia en el caso concreto, que la presentación del reclamo ante el

Servicio de Conciliación, en tanto reclamación ante la autoridad administrativa, produjo la

interrupción del curso de la prescripción (conf. art. 257 LCT).

Entonces, de acuerdo con la fecha de extinción de la relación laboral habida entre

las partes (7.10.10), y la de inicio del reclamo ante el SECLO (28.10.10), así como la de

interposición de la demanda (23.03.11), concluyo que las diferencias por rebaja de

salarios reclamadas en el inicio no se encuentran prescriptas.

Resuelta la excepción de prescripción parcial, analizaré el anexo Nro. 25 y 26, y lo

informado por el perito contador a fs. 363/364.

Como se puede apreciar a fs. 321, durante todo el año 2001, se liquidaban horas

extras por la suma fija de $1.860, siendo el total de la remuneración de $3738,27. A partir

de enero del año 2002, se modificó el código del rubro horas extras (de 12 a 004) y se

redujo el monto fijo a $1.272. Esto provocó que durante todo el 2002, percibiera una

remuneración inferior de $3.150,27.

De acuerdo con lo expuesto por el experto, la quita de los haberes fue del 1l

15,73%. Considero que esta modificación no resultó compensada con los posteriores

aumentos otorgados después de dos años, es decir, a partir de julio del 2004. De modo

que corresponde mantener lo decidido en el grado anterior.

En efecto, estimo que la rebaja salarial, ya sea que resulte de un acuerdo de

partes o de la voluntad unilateral del empleador, resulta injustificada e inválida cuando -

como en el caso-, más aún no existió algún tipo de compensación, pues dicha

modificación altera la equivalencia de las prestaciones, vale decir, el sinalagma

contractual a la vez que vulnera el principio de retribución justa, que tiene raigambre

constitucional (art. 14 CN, art. 12 L.C.T). Me remito a lo anteriormente expuesto en

relación con el principio de irrenunciabilidad, y que el trabajador no puedo haber convenio

una modificación en el contrato de trabajo hacia la baja.

Sumado a ello, agrego que la empleadora no podía modificar la remuneración,

cuando las restantes modalidades del contrato de trabajo se encontraban inalteradas. En

consecuencia, la convención de novación suscripta entre las partes resultó nula y sin valor

algunor (en sentido análogo, SD Nro. 82.307 del 11.6.2001 "Sala, Raúl Emilio c/ Pépsico

Snacks Argentina S.A.", del registro de esta Sala, en su anterior integración).

En estas condiciones, corresponde confirmar lo decidido en el fallo recurrido, y

hacer lugar a las diferencias por la baja salarial, por los dos años anteriores a la extinción

de la relación laboral.

Respecto, del progreso del SAC sobre la indemnización por antigüedad, cabe

señalar que el aguinaldo es un décimo tercer sueldo que percibe el trabajador, que en su

calidad de tal, se va devengando proporcionalmente todos los meses.

Entonces, en el mes en que se produce el despido, el trabajador tiene derecho a

percibir la suma del aguinaldo devengada hasta ese momento. Y esta, precisamente, es

la lógica del art. 245 de la LCT, que nos habla del salario “devengado” y no percibido.

De manera que el Fallo Plenario nº 322 in re “Tulosai Alberto Pacual c/ Banco

Central de la República Argentina s/ ley 25.561” del 19 de noviembre de 2009, no solo

omite la naturaleza del aguinaldo, sino el expreso texto legal de manera inconstitucional.

En consecuencia, no puedo seguir la doctrina del mismo, por no compartirla en la

inteligencia de la doctrina que es contraria a derecho, ya explicada, y porque además no

estoy obligada a hacerlo. Ello, en razón de la afectación de la independencia judicial, en

donde los jueces sólo se encuentran atados a la Constitución Nacional, y a las leyes con

arreglo a la misma. Claramente, este no es el caso del artículo 303 del CPCCN, que prevé

la vinculatoriedad de los plenarios, colocando así a las cámaras en el lugar del legislador,

por lo que considero que esta norma es inconstitucional.

En la especie, por lo tanto no solo es inconstitucional el art. 303 del CPCCN, sino

también la doctrina plenaria.

Por otra parte, toda vez que la ley 26853 en su artículo 12 dispone dejar sin efecto

al artículo 303 del CPCCN, y siendo que la misma establece su obligatoriedad de manera

inmediata, lo que viene a sumarse su carácter adjetivo de la misma, no existe más la

contradicción constitucional.

Definida esta cuestión, corresponde tratar los agravios vertidos por el accionante,

respecto del cálculo de la indemnización por antigüedad, del incremento del art. 2 de la

ley 25323, y de las multas previstas en los arts. 10 y 15 de la ley 24013.

Al respecto, teniendo en cuenta que la remuneración del Sr. Romero ascendía a

$5.000, que se le reconoció una antigüedad desde el 1.01.94, y que el despido se produjo

el 25.10.08, cabe computar 15 periodos a los fines de la indemnización prevista en el art.

245 de la LCT (14 años y diez meses). En consecuencia, el quantum de la reparación

debe ascender a la suma de $75.000.

Luego, en la especie, se resolvió que la relación laboral se encontraba

deficientemente registrada en cuanto a la fecha de ingreso y a la remuneración. De modo

que, habiendo intimado la actora a su empleadora, para que se regularizara dicha

situación laboral, corresponde confirmar la procedencia de las multas de los arts. 9, y

hacer lugar a la prevista en el art. 15 de la ley de empleo.

Ahora, en cuanto a la multa del art. 45 de la ley 25345, cabe señalar que el art. 80

de la LCT dispone, que al momento de la extinción del contrato de trabajo, se entregue al

trabajador un certificado de trabajo, conteniendo las indicaciones sobre el tiempo de

prestación de servicios, la naturaleza de éstos, constancias de los sueldos percibidos, y

de los aportes y contribuciones efectuados con destino a los organismos de seguridad

social.

De ello y en vinculación con la presente causa, se deriva que los datos

consignados en ellos, no son los reales, ya que figura una fecha de ingreso posterior a la

real, y una remuneración inferior a la que le correspondía a la actora, con lo cual la

certificación no se encuentra ajustada a derecho. Dentro de este marco, teniendo en

cuenta que la demandada cumplió en forma incorrecta su obligación de entregar los

certificados en cuestión, corresponde hacer lugar a la multa prevista en el art. 45 de la ley

25345 (ver Sentencia Nro. 2606, dictada como Juez del juzgado nacional del trabajo Nro.

74, el 27 de mayo del 2009, en autos “Cisternas, Nélida Filomena c/ Perevent Empresa

de Servicios Eventuales S.A. s/ indemnización Art.80 LCT”, y SD 85038 del 18/3/03 del

registro de esta Sala, (CNAT Sala III Expte nº 1423/02 sent. 85134 29/8/03 "Obregón

Salazar, Mario c/ El rano de Trigo SA s/ despido).

En razón de todo lo expuesto hasta aquí, corresponde modificar parcialmente la

sentencia de grado anterior, y hacer lugar al reclamo por horas extras, deduciendo las

sumas abonadas por la demandada por dicho concepto, a las diferencias por reducción

del salario, y a las multas previstas en el art. 15 de la ley 24013, y art. 45 de la ley 25345.

Asimismo, propongo confirmar las diferencias por gratificaciones del año 2009, y

proporcional del 2010, con la salvedad que se deberá tomar para su cálculo una suma

equivalente a 1,79 sueldos, para cada año.

En estas condiciones, se elevará el monto de condena a la suma que determine el

perito contador, al momento de efectuar la liquidación de todos los rubros en la etapa de

ejecución prevista en el art. 132 de la ley 18345, que deberá ser abonada por la

demandada, mediante depósito judicial en autos, en el plazo y con los intereses fijados en

el pronunciamiento de grado anterior.

Cabe destacar que el experto designado en autos deberá tener en cuenta la

incidencia de las horas extras, y de la reducción salarial, para determinar la base de

cálculo de los rubros indemnizatorios.

Asimismo, de acuerdo con los agravios expuestos por la actora respecto de la tasa

de interés, propongo que se devengue además actualización (dada la diferente naturaleza

de ambos institutos), utilizando como referencia los valores de la Canasta Básica total

elaborada por el INDEC entre ambos puntos de tiempo (cfr. CNAT, Sala VI, in re "Alcaraz,

Aparicio Miguel c/ IMPO MUNRO S.A. s/ despido", SD 55.238 del 6/9/202, voto del Dr.

Capón Filas). Para así resolver declaro la inconstitucionalidad del artículo cuatro de la ley

25.561.

Precisamente, por imperio de la misma realidad que he tenido en cuenta para

resolver el fondo de la cuestión, es que decreto la inconstitucionalidad de marras e

impongo el índice de actualización indicado: la realidad económica del país muestra a las

claras, día a día, cómo existe una genuina depreciación monetaria.

Así se ha sostenido que, "derogada la ley 23.928, en lo vinculado con la paridad

cambiaria y generado un aumento del costo de la vida, según parámetros que serán

utilizados entre otros aspectos para el pago de las obligaciones de los deudores del

sistema financiero, aparece como irrazonable que el trabajador, sujeto

constitucionalmente protegido, se encuentre desguarnecido frente al envilecimiento del

dinero por una mera prohibición legal, que a todas luces aparece como irrazonable y

violatoria del derecho de propiedad y de justamente garantizar lo que pretendía la ley de

convertibilidad y sus decretos reglamentarios: ¨mantener incólume el contenido de la

pretensión¨ (Cámara del Trabajo de Córdoba, Sala X, sentencia del 22 de marzo de 2002,

in re "Rodríguez, Pedro E. c/ Carlos A. Meana y otro s/ demanda").

Ante el nuevo resultado del litigio, y en virtud de lo normado por el art. 279 del

CPCCN, corresponde dejar sin efecto la imposición de costas y la regulación de

honorarios practicadas en la anterior instancia, y proceder en forma originaria, por lo que

resulta innecesario analizar las quejas sobre estos puntos.

En atención al principio objetivo de la derrota, corresponde imponer las costas de

ambas instancias a la demandada (art. 68 del CPCCN).

Teniendo en cuenta la calidad y a la extensión de las tareas desempeñadas por

los profesionales y por el experto interviniente y lo dispuesto por las normas arancelarias

vigentes, propongo regular los honorarios de primera instancia a la representación letrada

de las partes actora y demandada, y los del perito contador en el 16% (dieciséis por

ciento), 14% (catorce por ciento) y 8 % (ocho por ciento), respectivamente, del monto de

condena más los intereses (arts. 38 y 40 de la L.O.; 3 y 6 del decreto-ley 16.638/57;

6,7,8,9, 14,19, y cc. de la ley 21839, y 24432, y demás leyes arancelarias vigentes).

Ahora bien, cabe aclarar que la regulación de honorarios del perito contador no

comprende las tareas que realizará en la etapa del art. 132 LO, por las cuales el juez de

primera instancia fijará otros emolumentos.

Luego si bien, por una cuestión de celeridad procesal, sería conveniente que la

suscripta salvara el escollo, hacerlo implicaría la negación del derecho a la doble instancia

para el experto.

Asimismo, propongo fijar los emolumentos de los letrados intervinientes por las

partes actora y demandada por su intervención en esta alzada, en el 35 % (treinta y cinco

por ciento), y 25 % (veinticinco por ciento), respectivamente, de lo que les corresponda

percibir por sus trabajos ante la instancia previa.

En relación con la adición del IVA a los honorarios regulados, esta Sala ha

decidido en la sentencia 65.569 del 27 de septiembre de 1993, en autos “Quiroga, Rodolfo

c/Autolatina Argentina S.A. s/ accidente-ley 9688”, que el impuesto al valor agregado es

indirecto y por lo tanto grava el consumo y no la ganancia, por lo que debe calcularse su

porcentaje, que estará a cargo de quien deba retribuir la labor profesional. En el mismo

sentido se ha pronunciado la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa

“Compañía General de Combustibles S.A. s/recurso de apelación” (C.181 XXIV del 16 de

junio de 1993), al sostener “que no admitir que el importe del impuesto al valor agregado

integre las costas del juicio –adicionárselo a los honorarios regulados- implicaría

desnaturalizar la aplicación del referido tributo, pues la gabela incidiría directamente sobre

la renta del profesional, en oposición al modo como el legislador concibió el

funcionamiento del impuesto”.

Voto en consecuencia, para: I.- Modificar parcialmente la sentencia de primera

instancia y elevar el monto de condena a la suma que determine el perito contador en la

etapa prevista en el art. 132 de la ley 18345, teniendo en cuenta las pautas fijadas en el

presente. A su vez, deberá ser abonada por la demandada, mediante depósito judicial en

autos, en el plazo y con los intereses fijados en el pronunciamiento de grado anterior.

Asimismo, propongo que se devengue además actualización, utilizando como referencia

los valores de la Canasta Básica total elaborada por el INDEC entre ambos puntos de

tiempo. Para así resolver declaro la inconstitucionalidad del artículo cuatro de la ley

25.561; II.- Imponer las costas de ambas instancias a la demandada vencida; III.- Regular

los honorarios de primera instancia a la representación letrada de las partes actora y

demandada, y los del perito contador en el 16% (dieciséis por ciento), 14% (catorce por

ciento) y 8 % (ocho por ciento), respectivamente, del monto de condena más los

intereses; IV.- Fijar los emolumentos de los letrados intervinientes por las partes actora y

demandada por su intervención en esta alzada, en el 35 % (treinta y cinco por ciento), y

25 % (veinticinco por ciento), respectivamente, de lo que les corresponda percibir por sus

trabajos ante la instancia previa.

El Doctor Víctor A. Pesino:

Por análogos fundamentos, adhiero al voto que antecede con las siguientes

aclaraciones.

En cuanto a la base de cálculo de la indemnización del artículo 245 L.C.T., la

doctrina legal de la Cámara, de observancia obligatoria para los juzgados y para las salas

del tribunal (artículo 303 C.P.C.C.N.) adoptó, respecto de este tema, la doctrina: “1°) No

corresponde incluir en la base salarial prevista en el primer párrafo del artículo 245 de la

L.C.T., la parte proporcional del sueldo anual complementario. 2°)E la bonificación

abonada por el empleador sin periodicidad mensual y en base a un sistema de evaluación

del desempeño del trabajador, no debe computarse a efectos de determinar la base

salarial prevista en el primer párrafo del artículo 245 de la L.C.T.”

Acepto dicha doctrina, pero dejo a salvo mi opinión en contrario.

Sin perjuicio de ello, visto que esta Sala, en su actual integración, ha decidido

prescindir de dicha doctrina legal, he de adherir a su propuesta por una elemental razón

de economía procesal.

Esta cámara, a partir del Acta Nº 2357 y Resolución Nº 8/02, adoptó la tasa activa

para préstamos del Banco de la Nación Argentina, como medio para mitigar los efectos

negativos del transcurso del tiempo sobre el monto de los créditos a percibir por el

trabajador.

En un sistema nominalista, en el que no es posible la repotenciación de las deudas

dinerarias en base a índices de precios, es necesario que la alícuota contenga un

ingrediente que mitigue la incidencia dañosa de la inflación, aspecto que debe

considerarse adecuadamente cubierto a través de la tasa indicada la que, por lo demás,

resulta superior a los índices de costo de vida existentes en el país.

En este marco, propicio se mantengan los intereses señalados en el primer voto,

aunque sin la actualización de los créditos.

EL Doctor Rodríguez Brunengo dijo:

En lo que es materia de disidencia, adhiero al voto que antecede, por compartir sus

fundamentos, y agrego en relación con la propuesta de actualización de los créditos, que en

reiteradas ocasiones he sostenido que la pérdida de valor adquisitivo del crédito y las

consecuencias dañosas originadas en el desfasaje producido por la situación económica de

conocimiento público y notorio ha sido suficientemente morigerada por la tasa de interés

activa fijada por el Banco de la Nación Argentina para el otorgamiento de préstamos,

dispuesta en el fallo de grado, que a su vez se ajusta a lo señalado en el Acta Nº 2.357 y la

Resolución de Cámara Nro. 8 del 30.5.02 (en sentido similar, v. Sala VII en autos: “Mignemi,

Juan Carlos c/ Seguridad Grupo Maipú SA. s/ Despido”; S.D. 37.951 del 13.10.04).

Obiter dicta he de señalar que si bien en numerosos precedentes he declarado y

fundamentado la inconstitucionalidad del decreto 146/01, lo cierto es que en el caso de autos

deviene innecesaria tal declaración.

Por lo tanto, el Tribunal RESUELVE: I.- Modificar parcialmente la sentencia de

primera instancia y elevar el monto de condena a la suma que determine el perito contador

en la etapa prevista en el art. 132 de la ley 18345, teniendo en cuenta las pautas fijadas en el

presente. A su vez, deberá ser abonada por la demandada, mediante depósito judicial en

autos, en el plazo y con los intereses fijados en el pronunciamiento de grado anterior; II.-

Imponer las costas de ambas instancias a la demandada vencida; III.- Regular los honorarios

de primera instancia a la representación letrada de las partes actora y demandada, y los del

perito contador en el 16% (dieciséis por ciento), 14% (catorce por ciento) y 8 % (ocho por

ciento), respectivamente, del monto de condena más los intereses; IV.- Fijar los

emolumentos de los letrados intervinientes por las partes actora y demandada por su

intervención en esta alzada, en el 35 % (treinta y cinco por ciento), y 25 % (veinticinco por

ciento), respectivamente, de lo que les corresponda percibir por sus trabajos ante la instancia

previa.

Regístrese, notifíquese y oportunamente, devuélvase.

Néstor M. Rodríguez Brunengo Víctor A. Pesino Diana R. Cañal

Juez de Cámara Juez de Cámara Juez de Cámara

Ante mí: Stella Maris Nieva

Prosecretaria Letrada
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